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23 de marzo de 2004

Excmo. Sr. Don Luis Parras Guijosa

Rector de la Universidad de Jaén

Excmo. Sr.:

Antonio Blánquez Corral, con D.N.I.: **.***.***-*, funcionario de la Escala Técnica de Administración que presta servicio en la Universidad de Jaén con una adscripción de hecho al Observatorio de Empleo de la misma, por la presente, viene a manifestar:

1. Que con fecha 18 de marzo de 2004, recibió por correo certificado y con acuse de recibo un escrito del Rectorado de la Universidad de Jaén, de fecha 5 de marzo de 2004, con número de registro de salida 1.019, de 16 de marzo de 2004, mediante el cual, aparentemente, se pretende dar respuesta al que el compareciente remitió hace más de cinco meses a todos los miembros del Consejo de Gobierno de la Universidad de Jaén, concretamente el día 24 de septiembre, para dejar constancia de los hechos que en el mismo se referían en relación con el estado de acoso laboral y marginación profesional de que viene siendo objeto el compareciente en esta Universidad, solicitando el cese de los mismos.

2. Que en el mencionado escrito, de 24 de septiembre, expresamente se solicitaba del Consejo de Gobierno:

1. Que mediante las diligencias correspondientes se añadan al acta de la Sesión de 18 de junio como anexo, las "Aclaraciones" que junto a este escrito aporta el actor desvirtuando el contenido del "Informe" anónimo, que figura como "anexo 9" al acta de aquella sesión o se actúe de cualquier otro modo en que se deje constancia de la oposición del actor a dicha información manipulada, o bien incluyendo las "Aclaraciones" como anexo de una nueva sesión, con diligencia de vinculación con el acta de 18 de junio.

2. Que por el Pleno del Consejo de Gobierno de la Universidad de Jaén, se otorgue al actor la protección efectiva de su derecho constitucional a la integridad moral, reconocido en el artículo 15 de la Constitución Española, y a tal fin se inste de las autoridades correspondientes la adopción de medidas reales para que de modo inmediato y definitivo cese la violencia contra el actor y se le restituya a éste el honor atacado, la salud quebrantada, el prestigio profesional destruido y en suma se le devuelva al estado de integridad moral de que gozaba antes de ser objeto de la violencia con que ha sido maltratado en nombre de la Universidad de Jaén.
3. Que ante la falta de respuesta de los Órganos de Gobierno de la Universidad de Jaén, el compareciente, con fecha 23 de enero de 2004, se dirigió a la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz, mediante escrito en el que solicitaba que:

... sea tramitado como Queja contra los responsables de la Administración Universidad de Jaén, por cuanto que al demandante no sólo se le han producido graves daños, de imposible reparación en unos casos y muy difícil de hacerlo en otros, sino que frente a la actitud recalcitrante y de manifiesta rebeldía de las autoridades universitarias ante el ordenamiento jurídico, que al día de hoy siguen conculcando, desde inusitados niveles de impunidad, y una inmunidad de hecho, hacen que el compareciente, como otros muchos empleados públicos, aprecie un riesgo importante en la quiebra del Estado Social y Democrático de Derecho al debilitarse el control de la actividad de la Administración de la Universidad de Jaén, tan renuente al acatamiento de las normas jurídicas que le son de aplicación en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 103 CE.

4. Que con fecha 12 de febrero de 2004, desde la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz, se comunicaba al compareciente que se había admitido a trámite la "queja" presentada, que se registraba con el número 04/245 y que se reclamaba a la Universidad de Jaén el informe necesario.

5. Que, como más adelante se verá, en el escrito del Rectorado que se notifica al compareciente el pasado día 18 de marzo, se responde sólo parcialmente a lo solicitado el 24 de septiembre, no se da una respuesta congruente a lo solicitado, tal como exige el artículo 89.2 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y que, faltando cualquier otro razonamiento, debe entenderse que esa respuesta extemporánea sólo responde a la necesidad del Rector de aparentar ante la Institución del Defensor del Pueblo una actividad que, además de carecer de contenido efectivo, pretende enmascarar la anómica realidad en que las disposiciones legales se aplican en la Universidad de Jaén, de forma caprichosa, conforme a los deseos de los dirigentes universitarios y frecuentemente, como en este caso, al margen del Ordenamiento Jurídico.

6. Que de la aparente respuesta al escrito del compareciente de 24 de septiembre, sin embargo, cabe destacarse lo siguiente:

1. Se deduce que aunque el citado escrito de 24 de septiembre de 2003, presentado en el Registro General de la Universidad de Jaén, iba dirigido a "Sres. Sras. Miembros del Consejo de Gobierno de la Universidad de Jaén", es decir a todos los miembros que conforman el Pleno de dicho Órgano, el compareciente sólo tiene constancia de que lo haya recibido V.E., sin que le conste el porqué V.E., o la autoridad que debiera haber dado curso a esa comunicación, ha privado a los demás miembros del Consejo, del conocimiento de dicho escrito y de las solicitudes en él contenidas, con lo que aparte de estar conculcándose el derecho fundamental del compareciente a "comunicar información veraz" (art. 20.1.d) CE), se estaría conculcando igualmente el derecho también fundamental de los Consejeros "a recibir" esa información veraz, igualmente reconocido en el ya citado artículo.

2. El compareciente, discrepa tanto técnica como doctrinalmente de la aseveración que se refleja en su escrito, cuando afirma que [en un acta] "... sólo se reflejará lo que allí tuvo lugar", no obstante tal discrepancia, el compareciente no hará exégesis alguna, dada la inutilidad ya contrastada de todo esfuerzo racional que tienda a corregir la forma caprichosa de interpretar las normas, pero, a título de mero ejemplo, pone de manifiesto que existe un instrumento jurídico denominado "diligencia" que se usa de modo profuso en la modificación de las actas de calificaciones, ya sea de profesores individuales o de Tribunales (órganos colegiados), práctica habitual y de perfecto encaje jurídico que sirve para cumplir la voluntad de los órganos de corregir los errores y voluntad de cumplir la ley, voluntades que contrario sensu es evidente que no se dan en este caso y para mayor abundamiento, véase como en el escrito del compareciente de fecha 24 de septiembre de 2003, uno de cuyos párrafos se reproduce en el anterior apartado 2, a la "diligencia" en la propia acta, se ofrecía la siguiente alternativa "... o se actúe de cualquier otro modo en que se deje constancia de la oposición del actor a dicha información manipulada, o bien incluyendo las "Aclaraciones" como anexo de una nueva sesión, con diligencia de vinculación con el acta de 18 de junio"; pues al fin y al cabo de lo que se trataba era de hacer efectivos el derecho fundamental del compareciente a la defensa que garantiza el artículo 24 de la Constitución, el derecho de éste a su integridad moral, garantizada en el artículo 15 CE, el derecho al honor, garantizado en el artículo 18, así como el ya referido a comunicar información veraz, todos ellos conculcados por V.E., bien en el escrito anónimo que le entregó a los miembros del Consejo de Gobierno el 18 de junio o bien en otras actuaciones que se refieren en el escrito de "Aclaraciones" que V.E. ha ocultado a los señores y a las señoras miembros de ese Consejo de Gobierno.

3. El argumento de "cumplir un reglamento" con el que se pretende justificar la vulneración y la perseverancia en la vulneración de derechos fundamentales del compareciente, no sólo es aberrante e insostenible jurídicamente, sino que también atenta contra el principio de jerarquía normativa que garantiza el artículo 9 de la Constitución, pues es obvio que la Constitución está jerárquicamente por encima del Reglamento de funcionamiento del Consejo de Gobierno que invoca V.E. en su comunicación.

7. Que en el apartado 2 del escrito del Rectorado al que se contesta,  se informa al compareciente de diversas actuaciones impulsadas por V.E., sobre materia de prevención de riesgos, pero dada la propia naturaleza de la "prevención", cualquier resultado de las mismas no será susceptible de aplicación retroactiva y por lo tanto sólo queda al compareciente lamentar que esas iniciativas se hayan puesto en funcionamiento ocho años después de que entrara en vigor, en febrero de 1996, la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, que de haberse aplicado en su momento se habrían evitado los gravísimos daños causados a éste.
8. Que al hilo de esa información sobre prevención de riesgos, quede constancia de que, en la primavera de 1996, vigente ya la Ley que ahora parece que se va a desarrollar, Don Juan Hernández Armenteros, en su calidad de Gerente "comunicaba" al compareciente que si no "colaboraba" (no dijo en qué), le aplicaría "un Peter"
 y le mandaría al paro, aviso o amenaza no muy bien comprendida entonces, pero hoy totalmente consumada, mediante una vía (acorde con la consigna "el enemigo a la cuneta", que V.E. tantas veces ha oído), tan expeditiva que no se han ahorrado esfuerzos ni para quebrar gravemente la salud del compareciente, hasta el punto de que tal quebranto ha merecido el pronunciamiento reiterado de los Tribunales de Justicia declarando que se ha producido un accidente de trabajo y habiéndose destruido la capacidad laboral del mismo, sin que hasta el momento se haya dado una explicación del porqué al compareciente ni a los Órganos de Control a los que debe someterse la Universidad de Jaén.

9. Que el compareciente lamenta una vez más la actitud incomprensible de las autoridades universitarias, su recalcitrante desafío del Ordenamiento Jurídico, la inamovible posición de perseverar en la producción de daño a éste y la pérdida, una vez más, de la ocasión de rectificar unas conductas impropias de personas que dirigen instituciones públicas, situaciones todas que hacen oportuno recordar uno de los múltiples llamamientos que el compareciente hizo para que cesara la violencia psicológica contra él, concretamente en el escrito dirigido a V.E. el 5 de junio de 2000, cuando decía:

"Sin embargo, después de un largo ejercicio de asimilación, no he encontrado razón alguna, ni siquiera en el estoicismo, por la cual deba soportar un resultado tan injusto e inicuo, sino que, más bien al contrario, las circunstancias requieren que proceda a denunciar, como lo hago ahora, las agresiones padecidas y el acoso moral sufrido durante años.

Así pues, entendiendo que es voluntad del Rector normalizar una situación que nunca se debió producir y siendo imposible de reparar todo el daño que se me ha causado de forma injusta e inútil, por la presente, apelo en primer lugar a la honradez como valor ético y me pongo a disposición de las personas que individualmente o en grupo aceptemos como mediadoras, internas o externas y, de ese modo, tratar de llegar a una solución por la que, en el menor tiempo que se pueda y de forma definitiva, se me restituya, al menos y en cuanto sea posible, la imagen dañada, al tiempo que, de acuerdo con los méritos que tengo ampliamente acreditados, se me otorguen los derechos que, de forma equitativa, me correspondan en esta Universidad."
La falta de una respuesta adecuada, le condujo a iniciar procedimientos judiciales, con lo que se incrementó la violencia psicológica contra el compareciente y le llevó a padecer las dolencias declaradas accidente de trabajo por los Tribunales de Justicia, cuyas secuelas aún persisten. 

10. Que la actitud incomprensible de los dirigentes de la Universidad de Jaén, contrasta con los esfuerzos por parte de los Organismos Internacionales en materia de prevención de violencia en sus diversas manifestaciones incluida la violencia psicológica, y entre ellos la Organización Mundial de la Salud que se expresa del siguiente modo:

"A menudo la violencia es previsible y evitable. Aún siendo a veces difícil establecer una causalidad directa, algunos factores parecen claramente predictivos de violencia. Identificarlos y medirlos puede servir para advertir oportunamente a las instancias decisorias de la necesidad de actuar" 

Hechas las manifestaciones que anteceden, para que quede constancia de las mismas a cualquier efecto, como mejor proceda en Derecho, el compareciente reitera de V.E., la solicitud que se contenía en el escrito de 24 de septiembre de 2003, ya que lejos de haberse atendido, se ha pretendido enmascararlas con actuaciones ineficaces y vacías de contenido, como el escrito de V.E., referenciado al inicio y al mismo tiempo solicita de V.E. que distribuya entre sus destinatarios: todos los miembros del Consejo de Gobierno, el escrito del compareciente de fecha 24 de septiembre pasado.

� Con la expresión "un Peter", se refería el Sr. Hernández a las técnicas de supresión de empleados que se describen en la obra de PETER, L. J. y HULL, R. El principio de Peter. Plaza & Janés Editores, Barcelona, 1985; concretamente a la llamada "exfoliación jerárquica" (p. 219 y Cap. III)  o a la  "cúspide flotante" que describe a un supervisor sin subordinados (p. 218 y Cap. III). 


� � HYPERLINK "http://www5.who.int/violence_injury_prevention/download.cfm?id=0000000485" �http://www5.who.int/violence_injury_prevention/download.cfm?id=0000000485� Informe sobre violencia y salud, OMS 2002 ONU-
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